TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA

Magistrada Ponente: Claudia María Arcila Ríos

Pereira, junio quince (15) de dos mil dieciséis (2016)


Acta No. 280 de 15 de junio de 2016

Expediente No. 66001-22-13-000-2016-00606-00
Decide esta Sala en primera instancia la acción de tutela promovida por la señora Yeny Lorena Quiceno Patiño contra la Directora del Departamento Administrativo para la Prosperidad Social, Regional Risaralda.
A N T E C E D E N T E S

1.- Relató la accionante los hechos que admiten el siguiente resumen:

1.1 Solicitó por escrito al Departamento Administrativo para la Prosperidad Social - Programa Familias en Acción, la entrega de incentivos de nutrición a las familias con un niño o niña menor de siete años, como es su caso.
1.2 La Dirección Regional del Departamento Administrativo para la Prosperidad Social le respondió en forma negativa su petición el 12 de abril de 2016, a pesar de encontrar que su situación es apropiada para ingresar al programa.
2.- Considera lesionados los derechos fundamentales de petición, al mínimo vital, a la niñez, al recién nacido, a la igualdad y a la protección social y para protegerlos, solicita se ordene a la entidad accionada incluir a sus hijos menores de edad en los programas de incentivos de nutrición de familias en acción o en otros programas de la entidad.
ACTUACIÓN PROCESAL
1.- Mediante proveído del pasado 2 de junio se admitió la acción y se ordenaron las notificaciones de rigor. 
2.- La Jefe de la Oficina Asesora Jurídica del Departamento Administrativo para la Prosperidad Social manifestó que la solicitud formulada por la accionante, en el sentido de ser incluida como beneficiaria del programa “Más Familias en Acción”, fue resuelta mediante oficio distinguido con radicado de salida No. 20163110394761, del 12 de abril de 2016, el que se anexó al escrito de tutela, en el que se le informó de manera clara que si bien es cierto su condición de vulnerabilidad da lugar a que sea considerada como potencial beneficiaria del programa, según el puntaje SISBEN con el que cuenta, también lo es que actualmente no hay inscripciones abiertas para nuevas familias. Lo anterior en atención a que el gobierno nacional es quien señala, de conformidad con la disposición de recursos existentes, la opción del ingreso de nuevos beneficiarios al programa. De no hacerlo de esta manera, el programa sería insostenible financieramente y terminaría colapsando toda vez que los recursos con que cuenta el Estado son menores a la demanda de potenciales beneficiarios. En tal sentido se diseñó el programa pensando en un número de beneficiarios determinado y limitado por los términos de inscripción establecidos para el efecto. Solicita se declare que no se ha vulnerado derecho fundamental alguno.
C O N S I D E R A C I O N E S 
1.- Esta Sala es competente para conocer de la acción propuesta, en razón a la naturaleza de la entidad demandada, pues de acuerdo con el numeral 1, literal d, del artículo 38 de la ley 489 de 1998, integran la Rama Ejecutiva del Poder Público, en el orden nacional, los Departamentos Administrativos, y en razón a que hacen parte de la estructura interna del Departamento Administrativo para la Prosperidad Social, las Direcciones Regionales, de conformidad con el numeral 7, artículo 9 del Decreto 4155 de 2011.
2.- El fin de la acción de tutela es la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales, concedida a todos los ciudadanos por el artículo 86 de la Constitución Política, ante su vulneración o amenaza generada por cualquier autoridad pública y aun por los particulares en los casos previstos por el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991.

3.- Estima la accionante lesionados sus derechos fundamentales de petición, al mínimo vital, a la niñez, al recién nacido, a la igualdad y a la protección social, con la negativa de la entidad accionada en incluirla en el Programa de Familias de Acción y en de brindarle las ayudas a que, considera, tienen derecho sus menores hijos.
4.- El primero de tales derechos está consagrado en el artículo 23 de la Constitución Política y es catalogado como uno subjetivo de las personas para acudir ante las autoridades o las organizaciones privadas con el fin de obtener se resuelvan las peticiones que ante ellas eleven, que no incluye el derecho a que el pronunciamiento sea en determinado sentido. El ejercicio efectivo de tal derecho implica además el de obtener una pronta resolución. 

La demora en responder o incluso las respuestas evasivas, vagas, contradictorias y en general las que no resulten concretas y por ende, impidan al interesado acceder a la información que solicita o cuando la respuesta lo desoriente o cause incertidumbre respecto a las inquietudes que procura aclarar, violan tal derecho. Así lo ha decantado la jurisprudencia constitucional:

“Esta Corporación, se ha pronunciado reiteradamente en relación con el sentido y alcance del derecho fundamental de petición, delineando algunos supuestos fácticos mínimos que determinan su ámbito de protección constitucional. En sentencia T-377 de 2000
, se dijo lo siguiente:

a) El derecho de petición es fundamental y determinante para la efectividad de los mecanismos de la democracia participativa. Además, porque mediante él se garantizan otros derechos constitucionales, como los derechos a la información, a la participación política y a la libertad de expresión.

b) El núcleo esencial del derecho de petición reside en la resolución pronta y oportuna de la cuestión, pues de nada serviría la posibilidad de dirigirse a la autoridad si ésta no resuelve o se reserva para sí el sentido de lo decidido.

c) La respuesta debe cumplir con estos requisitos: 1. Oportunidad. 2. Debe resolverse de fondo, clara, precisa y de manera congruente con lo solicitado. 3. Ser puesta en conocimiento del peticionario. Si no se cumple con estos requisitos se incurre en una vulneración del derecho constitucional fundamental de petición.

d) Por lo anterior, la respuesta no implica aceptación de lo solicitado ni tampoco se concreta siempre en una respuesta escrita (…)”
. 

4.1 Está demostrado en el proceso que la demandante solicitó al Departamento para la Prosperidad Social, mediante escrito recibido en esa entidad el 31 de marzo de este año, se estudie la posibilidad de ser incluida en el programa Familias en Acción y se le brinden las ayudas a que tiene derecho por ser madre cabeza de familia. Adujo, como fundamento de su petición, que tiene dos hijos menores de edad y actualmente se encuentra embarazada
.

También, que el 12 de abril siguiente, la Directora Regional – Prosperidad Social Risaralda, le informó que si bien es cierto contaba con el puntaje SISBEN requerido para ingresar al programa, no era posible llevar a cabo dicho trámite, pues actualmente no se realiza ninguna jornada de inscripción para la población focalizada a través del SISBEN; que para dichos eventos se realiza convocatoria pública en cada municipio previa concertación desde el Gobierno Nacional y le recomendó permanecer atenta a los medios de comunicación locales sobre convocatorias para participar en futuros procesos de inscripción
. 

4.2 Surge de tales pruebas, que el derecho de que se trata no ha sido conculcado, pues la entidad accionada respondió la petición elevada por la actora en el término previsto por el artículo 14 de la ley 1755 de 2015, sin que como lo indica la jurisprudencia transcrita, la respuesta que se brinde al solicitante deba ser siempre favorable.

5.- La promotora de la acción también estima lesionados los derechos al “mínimo vital, de la niñez, del recién nacido, la igualdad, la protección social, a la nutrición del menor”, porque se negó la inclusión de sus hijos menores al programa Familias en Acción.

El artículo 44 de la Constitución Política que otorga a los niños especial protección de sus derechos fundamentales, enlista con tal categoría “la vida, la integridad física, la salud y la seguridad social, la alimentación equilibrada, su nombre y nacionalidad, tener una familia y no ser separados de ella, el cuidado y amor, la educación y la cultura, la recreación y la libre expresión de su opinión”.  

Ese precepto también impone a la familia, la sociedad y el Estado la obligación de asistir y proteger al niño para garantizar su desarrollo armónico e integral y el ejercicio pleno de sus derechos, los que además prevalecen sobre los de los demás.

6.- La Corte Constitucional, sobre el marco de funcionamiento de tal programa, dijo:

“3.4 De acuerdo con el Manual Operativo bajo el cual funciona el Programa Familias en Acción 2007-2010, y que fue aportado en la respuesta de la entidad accionada, se define el programa como una iniciativa gubernamental emprendida en 1999, que consiste en hacer transferencias condicionadas de dinero con el objetivo general de “contribuir a la formación de capital humano de las familias en extrema pobreza del nivel 1 del sisben, en condición de desplazamiento o indígenas (…)” a través de:

• El consumo de alimentos, la incorporación de hábitos nutricionales y acciones de cuidado de la salud y seguimiento nutricional a los menores de 7 años.

• La asistencia y permanencia escolar en los niveles de educación básica y educación secundaria y media…”
. 
El artículo 4 de La ley 1532 de 2012, “por medio de la cual se adoptan unas medidas de política y se regula el funcionamiento del Programa Familias en Acción”, dice:

“Beneficiarios. Serán beneficiarios de los subsidios condicionados de Familias en Acción:

i) Las familias en situación de pobreza, de acuerdo con los criterios establecidos por el Gobierno Nacional a través del Departamento Administrativo para la Prosperidad Social, en concordancia con lo establecido en los artículos 1°, 2°, 3° de la presente ley.

ii) Las familias en situación de desplazamiento;

iii) Las familias indígenas en situación de pobreza de acuerdo con los procedimientos de consulta previa y focalización establecidos por el programa y además las familias afrodescendientes en pobreza extrema de acuerdo con el instrumento validado para tal efecto.

Parágrafo 1°. El 100% de las familias que cumplan con lo establecido en el presente artículo, podrán ser beneficiarias del programa Familias en Acción. (…)”. 
Y de acuerdo con el “Manual Operativo” bajo el cual funciona el programa Familias en Acción y en relación con el proceso de inscripción para la entrega de incentivos, se establece:
“La inscripción es el proceso operativo por medio del cual las familias en condición de pobreza y vulnerabilidad, que cumplen con los criterios de focalización del programa, hacen efectiva la decisión para su vinculación voluntaria a MFA.

El objetivo del proceso es capturar y/o actualizar la información de las familias focalizadas en el Sistema de Información de MFA-SIFA. Mediante este proceso las familias se comprometen a cumplir con las corresponsabilidades definidas para el acceso a los incentivos otorgados por el programa. 

Los requisitos para la inscripción de una familia son: i) que la titular se encuentre incluida en la base de datos utilizada para la focalización según grupo poblacional: Sisbén, SIUNIDOS, RUV o listados censales indígenas; ii) haya sido seleccionada en el proceso de focalización realizado por el programa; iii) entre sus miembros cuente con NNA menores de 18 años.

La responsabilidad del proceso de inscripción es compartida entre el programa y las autoridades departamentales y/o municipales:

A nivel nacional y regional el programa MFA responde por:

La coordinación, organización, acompañamiento y el seguimiento al proceso.

La entrega a las administraciones departamentales/municipales, con antelación al proceso de inscripción, de los listados y/o archivos con la información de las familias potenciales de inscripción al programa.

La ejecución de jornadas de capacitación relacionadas con los aspectos teóricos y prácticos del proceso.

A nivel departamental/municipal, las autoridades territoriales responden por:

El diseño e implementación de una estrategia pública de divulgación y convocatoria dirigida a las familias potenciales para su inscripción al programa.

La coordinación de las actividades propias del proceso con el programa y demás entidades convocadas, según lineamientos de MFA.

El seguimiento al proceso en el respectivo territorio.

Tipos de inscripción

El proceso de inscripción de las familias focalizadas se realiza de diversas formas según grupo poblacional a vincular y tiempos establecidos para su ejecución: 

Proceso de inscripciones masivas periódicas. Se presenta por diferentes razones: i) modificación y/o ampliación de fuentes de focalización; ii) actualización de las bases de focalización; iii) ampliación de cobertura en un municipio o región específica; iv) directriz del gobierno nacional.

Proceso permanente de inscripciones. Está destinado únicamente para las familias víctimas del desplazamiento forzado. (Subrayas fueras del texto).
De acuerdo con lo expuesto, se encuentra reglado el procedimiento previsto para acceder a los servicios que ofrece el programa Familias en Acción.
7.- Tal como se infiere de la respuesta al derecho de petición que se brindó a la accionante y del pronunciamiento efectuado en esta instancia por el Departamento para la Prosperidad Social, no hay en la actualidad convocatoria para obtener la inscripción en el programa al que aspira acceder la citada señora y fue por esa razón que se le negó la solicitud que al efecto elevó.
De esa manera, no ha acreditado que reúna los requisitos para obtener los subsidios a los que aspira y por obvias razones, tampoco han sido verificados y avaluados por la autoridad competente para otorgarlos.

Aunque la Sala no desconoce la grave situación por la que atraviesa la demandante, mujer cabeza de familia, con tres hijos menores, las prestaciones que pretende alcanzar mediante su ingreso al programa de Familias en Acción requieren de un trámite previo que debe adelantarse con respeto a los derechos a la igualdad y al debido proceso de quienes también, como ella, requieren de los auxilios que ofrece el referido programa. 

Así las cosas, no pueden considerarse transgredidas las garantías fundamentales de que son titulares la demandante y sus hijos menores, y tal como se lo informó la entidad demandada, para acceder a los beneficios pretendidos, deberá esperar a que se abra una nueva convocatoria para que pueda inscribirse al tan mencionado programa.
Y no puede hacerlo en el proceso de inscripciones permanentes, al que se refiere el manual operativo que atrás se transcribió, pues está destinado de manera exclusiva a las familias víctimas del desplazamiento forzado, situación esta última en la que no se encuentra la accionante, o por lo menos hecho como ese no le sirvió como sustento de sus pretensiones.

8.- En esas condiciones, como la entidad demandada no ha lesionado los derechos cuya protección reclama la accionante, se negará el amparo reclamado. 

Por lo expuesto, la Sala de Decisión Civil Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

R E S U E L V E 

PRIMERO.- Negar la acción de tutela promovida por la señora Yeny Lorena Quiceno Patiño contra la Directora Regional Risaralda del Departamento Administrativo para la Prosperidad Social.

SEGUNDO.- Notifíquese lo aquí decidido a las partes al tenor del artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.

TERCERO.- De no ser impugnada esta decisión, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión, conforme lo dispone el artículo 32 del referido decreto.
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE,

Los Magistrados,



CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS



DUBERNEY GRISALES HERRERA



(Ausente con causa justificada)


EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
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� Folio 4
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� Corte Constitucional. Sentencia T-139 de 2013. M.P. Luís Ernesto Vargas Silva.
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